Carimagua inc. 

Con el pecho aún henchido de patriotismo y con varias capas de protector solar en la cara después de la marcha del 4 de febrero, el Ministro de Agricultura se dispuso con ese tonito pedagógico de seminario menor que ha copiado de su mentor, el señor Presidente, a explicarnos que los grandes inversionistas seguirán siendo para el Gobierno los privilegiados de siempre y que los desplazados deberán reconvertirse en peones de sus haciendas. 

Alfredo Molano Bravo  sábado, 16 de febrero de 2008

En buena hora la Procuraduría y el senador Robledo se le atravesaron al ministro y pusieron las cosas en su sitio. Carimagua es en realidad una chichigua de 17.000 hectáreas englobadas en el proyecto estrella de colonización uribista bautizado como Recuperación de la Alta Orinoquia, que busca poner en los bolsillos de megaempresarios la bobería de 6’400.000 hectáreas entre los ríos Orinoco, Meta, Vichada y Manacacias, y que el señor Presidente presume despobladas —aun de desplazados—, pero donde viven de esas “tierras ácidas” 54 resguardos indígenas y miles de campesinos y colonos.

La Embajada de Colombia en Japón hizo en 2005 el lanzamiento del proyecto en Tokio, exaltando la fertilidad del suelo y las posibilidades tan rentables que ofrecían las tierras para cosechar palma, caucho, madera y, además, producir oxígeno, un plus que se negocia en Bolsa. No fue un acto, fue una feria. Uribe le echó el cuento a Bush y a Bill Gates, mientras el embajador colombiano embaucaba a Gunter Pauli, de la Fundación Zeri, comerciante de oxígeno; a la firma Daiwa House, negociadora de aguas, y a la Cargill, la mayor comercializadora de granos del mundo. Y, como si fuera poco, al más poderoso banco norteamericano, el J. P. Morgan Chase, mercader de acero y de guerras. 

Para mostrar al mundo que el proyecto no era embuste, Incoder le tituló al senador uribista Habib Merheg; a su secretaria; a su abogado y a una docena de sus seguidores, 18.000 hectáreas, y cedió a la Fuerza Aérea Colombiana 61.500 hectáreas –un predio cuatro veces más grande que Carimagua– para instalar un campo de entrenamiento de bombardeos y un gran proyecto de “desarrollo social” para “emplear personas que han sido afectadas por el conflicto y en primera línea por nuestros soldados y policías discapacitados, nuestros oficiales y suboficiales”. (¿Qué pensará Venezuela de esta punta de lanza a pocos kilómetros de la frontera?) 

De todos modos, el Gobierno está encartado con Carimagua, que fue un centro experimental de primera importancia, dirigido y financiado por el CIAT y el ICA hasta por allá a mediados del 90, cuando la guerrilla se tomó la sede, destruyó laboratorios y se llevó unos carros. El Gobierno optó entonces por entregar el predio al Fondo Ganadero del Huila en condiciones que la Procuraduría está en mora de investigar. Después todo proyecto ha fracasado, salvo la pista aérea utilizada por antinarcóticos y la base militar con 600 efectivos, que no son los mismos terrenos donados a la FAC. En Carimagua las construcciones están medio destruidas; la biblioteca –llena de informes técnicos valiosos–, enmohecida; las carreteras enmontadas y ni qué decir de los experimentos en pasto, sorgo y marañón. ¿Qué hacer con esas 17.000 hectáreas? 

En el exterior –de dientes para afuera– se destinaron a los desplazados para atraer recursos y lavarse las manos; en el interior, como se sabe, se las quiso entregar el Gobierno a los palmicultores, caucheros –¡otra vez los caucheros!– y a los aserradores, que han arrasado nuestras selvas, ofreciéndoles todo tipo de gabelas tributarias. La Procuraduría brincó a tiempo y la opinión pública se enteró de manera práctica y tangible de la política agraria del gobierno de Uribe: conceptualmente hablando –subrayo, conceptualmente–, es el mismo modelo patentado en el Urabá chocoano por el ‘Alemán’, o por ‘Jorge 40’ en las tierras del Cesar: desplazar a los pobres para meter a los ricos. 

En el Vichada, el trabajo de sacar indígenas y colonos de sus tierras lo ha hecho el Señor Cuchillo, jefe todopoderoso de los paramilitares que continúa prestando importantes servicios a la causa de la seguridad regional. Mirada en conjunto, la política agraria de los últimos gobiernos ha sido en la práctica una obra en tres actos: primer acto, entrada de los paramilitares motosierra en mano y desplazamiento de campesinos; acto segundo, negociación con los paramilitares, y acto final, entrega de tierras a grandes inversionistas 
En la ruta de los Castaño 

 El lío de los títulos colectivos de Jiguamiandó y Curvaradó 

La mano del narcotráfico y del paramilitarismo está presente en el desarrollo de la industria palmicultora en la zona del Urabá chocoano. En la región hoy se viven tensos momentos por las investigaciones de la Fiscalía. 

Norbey Quevedo H. / Juan David Laverde P.   Sábado, 16 de febrero de 2008

A la representante legal del Consejo Comunitario de Curvaradó (Chocó), Ligia María Chaverra, la quieren matar. Desde septiembre de 2003, esta anciana agricultora, líder de la resistencia contra la ocupación de los terrenos que fueron adjudicados a su gente en 2000 como títulos colectivos, es un blanco móvil en la tensa confrontación que hoy se vive en el Urabá chocoano por cuenta de la extensión de cultivos de palma de aceite infiltrados por el paramilitarismo y el narcotráfico.

Manuel Denis Blandón, ex representante legal del Consejo Comunitario de Jiguamiandó (Chocó), también esquiva la muerte por  defender su comunidad y por haber promovido zonas humanitarias y de biodiversidad en medio de la guerra a muerte que libran el Estado y las Farc, en el dramático presente de una región convulsionada que la Corte Interamericana de Derechos Humanos había advertido desde 2003 y que hoy trata de restaurar la Fiscalía investigando cómo fueron ocupadas las tierras de las comunidades chocoanas con la mano larga de las autodefensas.

Una estratégica labor de despojo agrario en el Urabá chocoano, liderado por Vicente Castaño, Freddy Rendón Henao y otros jefes de las autodefensas, con el propósito de extender en estas áreas rurales del municipio de Belén de Bajirá y otras comunidades vecinas,  el rentable  proyecto empresarial de la palma de aceite. El negocio de moda para producir biodiesel –que se perfila como el combustible del siglo XXI–, que el Gobierno apoya decididamente en todo el país, pero que en el departamento del Chocó, por mano rapaz, terminó por convertirse en un polvorín a punto de estallar.       

Desde las escrituras

Trece empresas hoy invierten en palma de aceite en las cuencas de Jiguamiandó y Curvaradó. Tres constituidas en Barranquilla, Santa Marta y San Jacinto (Bolívar), dos de Medellín, una de Apartadó y siete más de la región. En una entrevista a la revista Semana en 2005, el fugitivo jefe paramilitar Vicente Castaño, aceptó también su presencia: “Yo mismo conseguí los empresarios para invertir en esos proyectos que son duraderos y productivos”. Una mínima revisión de las escrituras de constitución de esas empresas palmicultoras, dejan advertir su mano sigilosa y otras sorpresas judiciales. 

Por ejemplo, tres años después del desplazamiento forzado a que fueron sometidas las comunidades de Jiguamiandó y Curvaradó en 1997, en la Cámara de Comercio de Barranquilla se constituyó la empresa Unión de Cultivadores de Palma de Aceite de Urabá (Urapalma). Entre los accionistas, compareciendo a su nombre y en representación de Construcciones Unidas Ltda., con un capital de $225 millones, apareció el empresario barranquillero Alberto Zúñiga Caballero. En la compañía Palmas de Urabá (Palmura), constituida en Santa Marta en 2003, vuelve a aparecer Zúñiga Caballero y varios de sus familiares como los socios principales.

En torno a la familia Zúñiga Caballero, desde los años 80, existe documentación judicial que relaciona a uno de sus integrantes, Julio César Zúñiga Caballero, con el tráfico de estupefacientes. De hecho, el 24 de marzo de 2005, en desarrollo de la Operación Patria, la Unidad Nacional para la Extinción del Derecho de Dominio de la Fiscalía ocupó 56 propiedades de su núcleo familiar, entre ellas varias inmobiliarias, empresas oleaginosas o estaciones de servicio en la Costa Atlántica, en cuyas actas de registro de fundadores también aparecen algunos socios de las Palmeras de Urabá. 

Otro caso representativo de los ambiguos orígenes de la explotación de palma de aceite en el Urabá chocoano, lo constituye la Asociación de Productores Agrícolas de Belén de Bajirá (Asoprobeba), un predio de 1.000 hectáreas ubicado en el poblado de Caño Manso, ubicado en la cuenca del Río Curvaradó, que el antiguo Incora le otorgó a René Palacios en 1992, pero que 10 años después apareció, primero convertido en un organismo para la defensa gremial de los campesinos y casi simultáneamente como objeto de una peculiar compraventa en la única notaría de Carepa (Antioquia), que se llevó a cabo el 14 de diciembre de 2002.

Ese día compareció Hugo Fenel Bernal Molano, natural de Medellín, en calidad de vendedor del predio que diez meses antes le había comprado a René Palacios, y Sor Teresa Gómez Álvarez, vecina de Riosucio (Chocó) y natural de Amalfi (Antioquia), en calidad de compradora y representante legal de la Asociación de Productores Agrícolas de Belén de Bajirá (Asoprobeba). El negocio se cerró en $100 millones y hoy cobra importancia porque vendedor y compradora están comprometidos en investigaciones judiciales y Asoprobeba sigue desempeñando un papel activo en la compra de tierras y extensión de cultivos de palma de aceite en el Chocó.

Dos nombres clave

De Hugo Fenel Bernal Molano se tienen noticias judiciales desde los años 90, cuando fue retirado de las Fuerzas Militares por comprobados nexos con el capo de capos Pablo Escobar Gaviria. Desde hace unos años una Corte Federal de E.U. lo requería por delitos de narcotráfico y lavado de activos, ofreciendo cinco millones de dólares por su captura. Volvió a la palestra pública como uno de los extraditables a quienes le fueron borrados sus antecedentes en el DAS por acción del ex jefe de informática y testigo estelar de la parapolítica, Rafael García. El 5 de marzo de 2007 fue capturado en el municipio de Valencia (Córdoba).

En cuanto a Sor Teresa Gómez Álvarez, su historia está ligada a las entrañas del paramilitarismo. Casada con Manuel Gil, hermano medio de Fidel,  Carlos y Vicente Castaño Gil, y suegra de alias Monoleche, jefe paramilitar hoy preso en la cárcel de Itagüi, trascendió por primera vez en abril de 1998 cuando la Fiscalía allanó el parqueadero Padilla ubicado en Medellín y descubrió la telaraña financiera de las autodefensas. Entre 70 disquetes con información de 16 cuentas bancarias en Montería y dos empresas de papel con multimillonarios giros de dinero, apareció la Fundación para la Paz de Córdoba (Funpazcor).

Esta fundación fue creada en marzo de 1991 por los hermanos Castaño Gil como una entidad sin ánimo de lucro para establecer contactos con ganaderos y políticos de la región a fin de facilitar entrega de tierras a los campesinos. En calidad de representante legal fue designada Sor Teresa Gómez Álvarez. Según información del periódico El Nuevo Herald de E.U., en 2001, Funpazcor se transformó en una empresa de fachada para la adquisición de tierras, tráfico de armas y lavado de activos. No obstante, las investigaciones judiciales del caso Funpazcor, en su mayoría terminaron archivadas durante la gestión del ex fiscal Luis Camilo Osorio.

Por eso Sor Teresa Gómez Álvarez reapareció en el Urabá y, en calidad de representante legal de Asoprobeba, en  2003 suscribió contratos de comodato con campesinos convertidos en cordones de protección familiar para nuevas tareas de apropiación ilegal de tierras. Para junio de 2001, la Cámara de Comercio de Urabá ya no registra su representación legal en la asociación, pero su nombre vuelve a relacionarse como sindicada del asesinato de la líder campesina Yolanda Izquierdo, ocurrido el 31 de enero de 2007, en medio de sus reclamos sobre la propiedad de tierras parceladas por los hermanos Castaño en el departamento de Córdoba.

Las reuniones

A pesar de estos antecedentes, Asoprobeba sigue participando en reuniones con representantes del Estado y los organismos de control para discutir la problemática de las tierras, los desplazamientos y los linderos de los títulos legítimos. Por ejemplo, en la vereda Santa María del municipio de Belén de Bajirá, el 8 de junio de 2007, a solicitud de los repobladores de Asoprobeba, se adelantó una reunión para discutir sobre propiedad de tierras y a ella acudieron el director regional del Incoder, el personero de Riosucio, el vocero de Codechocó y hasta el coordinador del programa presidencial Acción Social en Urabá, Luis Mario Gaviria Vélez.

Este último funcionario, hermano del asesor presidencial José Obdulio Gaviria, llegó como coordinador de Acción Social en Urabá en marzo de 2004 y desde entonces ha cumplido una activa labor para resolver los conflictos de titulación de tierras, retorno y reubicación de campesinos desplazados, seguridad alimentaria y obras de infraestructura del Estado. En su gestión, por fuerza de las circunstancias y las tensiones sociales en la región, también ha tenido que participar en reuniones para buscar aproximaciones entre las empresas palmicultoras y los campesinos que reclaman sus tierras.

Según lo documentó la Comisión Intereclesial de Justicia y Paz, en carta enviada el pasado 12 de febrero a la Vicepresidencia, los Ministerios del Interior y Medio Ambiente y los titulares de los organismos de investigación y control, el pasado 7 de febrero, en Bogotá, Luis Mario Gaviria se reunió con las empresas palmicultoras que hoy están investigadas por la Fiscalía por los delitos de desplazamiento forzado, concierto para delinquir y  usurpación de tierras, a fin de propiciar un acuerdo para que parte del territorio colectivo que hoy está sembrado ilegalmente con palma de aceite, sea entregado a los trabajadores de las empresas.

La citada asociación Asoprobeba, junto con la Corporación de Desarrollo y Vida del Darién (Cordesvida) y otras Ong del Urabá hacen parte del conglomerado llamado Alianza Colombiana Sin Hambre, organización asentada en San Pedro de Urabá que, según informaciones periodísticas, es el mecanismo a través del cual Vicente Castaño y sus segundos inciden en las comunidades del Bajo Atrato chocoano. Según el Colectivo Justicia y Paz, uno de sus promotores, a través de Cordesvida, es el ex alcalde de Chigorodó, Amador Caicedo, hoy procesado por apropiación ilegal de tierras.

Con esta clase de evidencias, cobra plena vigencia el comentario manifestado por el jefe paramilitar Carlos Mauricio García, alías Rodrigo Franco o  Doble Cero, en septiembre de 2003, meses antes de ser asesinado por sus propios compañeros de armas: “Los proyectos de palma africana del sur el eje bananero de Urabá, chorrean sangre, miseria y corrupción. La forma en que han sido adquiridas las tierras y el dinero supuestamente prestado por entidades de fomento agroindustrial, hacen parte de una cadena de lavado de dineros del narcotráfico, testaferrato, desplazamiento forzado, muerte y violencia”.

Desde esa misma época ya lo había advertido la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Dos años después, en junio de 2005 lo hizo también la Defensoría del Pueblo. Lo tuvieron siempre claro el Incoder y Codechocó, pero dichas evidencias no fueron óbice para que las empresas palmicultoras fueran beneficiarias de créditos del Banco Agrario y Finagro por valor superior a los $10 mil millones. Sólo después de que el Consejo de Estado en agosto de 2007 aclaró que los títulos colectivos no podían sustituirse por otras formas de acceso a la tierra, el Ministerio de Agricultura pidió la intervención de la Fiscalía y denunció la apropiación de tierras en Urabá.

En diciembre de 2007, la Fiscalía ordenó vincular mediante indagatoria a 23 representantes legales de las empresas palmicultoras, y se han compulsado copias para investigar a funcionarios públicos que facilitaron acciones ilegales con los títulos de las comunidades de Jiguamiandó y Curvaradó. Entre los llamados a comparecer ante la justicia aparecen Jaime Sierra Moreno y  Antonio Zúñiga Caballero, dos de los representantes del gremio de los palmeros que desde mediados de 2005 sostuvieron activa interlocución con el Estado para resolver el conflicto de los territorios colectivos en Urabá.

Una de tales reuniones, como aparece documentado, tuvo lugar el 25 de mayo y, a nombre del Gobierno, participó el consejero presidencial Carlos Franco, quien envió un minucioso reporte a la Vicepresidencia, los Ministerios de Agricultura, Defensa e Interior, la gerencia del Incoder y las autoridades militares y de policía en Urabá, para avanzar en el esclarecimiento de los títulos colectivos. Paradójicamente y según se lee en el oficio, entre los cuatro representantes del gremio de los palmeros concurrió Ignacio Guzmán, quien desde el 10 de octubre de 2002 oficiaba como embajador de Colombia en México.

Su hoja de vida lo califica como activo defensor de los cultivos de palma de aceite, presidió la Asociación de Empresarios Exitosos por la Paz que apoyó la siembra de la palma de aceite, fue compañero de lista del ex senador Mario Uribe para la legislatura de 1986-1990, fundador del proyecto Primero Antioquia que llevó a Álvaro Uribe a la Gobernación del departamento, gobernador encargado en 17 ocasiones, director encargado de Corpourabá y desde el pasado 6 de agosto de 2007 desempeña funciones como cónsul en Miami. Hoy el diplomático está alejado del problema que judicialmente afrontan los palmicultores de Urabá por la acción de la Fiscalía. 

Dos de los representantes legales de las palmeras ya rindieron indagatoria. Javier Daza Pretel de Urapalma e Iván Patiño Patiño de Palmas S.A. Tendrán que hacerlo también los representantes de Palmas de Curvaradó, Palmas del Atrato, Palmura, La Tukeka, Selva Húmeda e Inversiones Fregni Ochoa. Pero mientras la Fiscalía esclarece qué pasó en Urabá con los títulos colectivos, las empresas palmicultoras, los grupos paramilitares y el narcotráfico, ya hay una acción urgente para que el Estado no se vuelva a equivocar: urge proteger la vida de María Ligia Chaverra y Manuel Denis Blandón, los líderes negros de Jiguamiandó y Curvaradó.

Campesinos demuestran que sí pueden con cultivos de palma de aceite 

Desplazados y productivos 

 En Sabana de Torres, Santander, 98 familias obtienen ganancias mensuales de entre $4 y $5 millones y generan empleo. 

Enrique Rivas G., Enviado Especial   sábado, 16 de febrero de 2008

Los Mayorga Machado son una familia bastante productiva. En 10 hectáreas de cultivo de palma de aceite labraron una esperanza de vida que materializaron en la vereda San Rafael de Payoa, por la vía que de Sabana de Torres conduce a Barrancabermeja. Allí este núcleo familiar de seis integrantes que salió de Onzaga (Santander), huyendo de la violencia, recoge los frutos de un cultivo que los sacó de la crisis económica y hoy los tiene pensando en cómo uno de ellos puede ingresar a la universidad para poder administrar los ingresos de la finca.

Este es apenas un testimonio que le sale al paso a la tesis del ministro de Agricultura, Andrés Felipe Arias, quien la semana pasada desestimó que las 800 familias beneficiarias de 1.000 hectáreas de tierra para desplazados en Carimagua (Meta), fueran capaces de explotar los predios. Para el Ministro, lo mejor es que los industriales de la palma, que aspiran a adquirir 17.000 hectáreas en la misma zona, asuman ese rol y los campesinos terminen trabajando en sus fincas como empleados.

Los Mayorga Machado no son los únicos que se están beneficiando de este cultivo en la región. Alix María Torres Amado, de 64 años, una campesina que llegó desde Rionegro (Santander) hasta la vereda El Diamante, por la vía a Bucaramanga, es otro ejemplo de que pequeñas familias desplazadas pueden sacar provecho de una siembra que está mejorando la calidad de vida de la gente y generando más de 800 empleos directos e indirectos en la zona. Ella, además de ofrecer hasta cuatro puestos de trabajo, involucra a sus cinco hijos en la producción de un cultivo que, de acuerdo con los ambientalistas, deja la tierra hecha un desierto al cabo de 30 años.

Son algunos de los testimonios de un grupo de 98 familias campesinas que se agremiaron en la Asociación de Pequeños Productores de Palma de Aceite de Sabana de Torres (Asopalsat), para iniciar desde 2001 un proceso de cultivo de palma en 1.000 hectáreas de tierra que hoy producen anualmente un promedio de cinco millones de toneladas de fruta.

Una experiencia que, según Lida Astrid Luna Ardila, tesorera de Asopalsat, ha logrado mejorar la calidad de vida de los asociados y generarles ingresos entre $4 y $5 millones mensuales, libres de gastos de insumos, préstamos y demás arandelas que salen de una cadena de producción agrícola.

Así nació el proyecto

Asopalsat nace de las manos del Programa de Desarrollo y Paz del Magdalena Medio (Pdpmm), Ecopetrol y la Alcaldía, que plantearon a los campesinos alternativas frente a la crisis económica y social que se generó después de 1998, cuando muchos de los labriegos de Sabana de Torres quedaron sin empleo luego de que la empresa estatal petrolera se reestructurara.

Fue una nefasta época (1984-2004) en la que, según la Personería, la violencia también hizo ahogar las esperanzas de buena parte de los 23.000 habitantes de Sabana de Torres donde, producto de enfrentamientos entre la guerrilla del Eln y las Farc y paramilitares que estuvieron al mando del tristemente célebre Camilo Morantes, unos 5.000 habitantes de este municipio perdieron la vida.

Una situación que no sólo generó  terror en los habitantes sino que también provocó la salida del pueblo de muchas familias que se vieron obligadas a vender sus fincas hasta en $250.000 la hectárea. Hecho que según las directivas de Asopalsat, hizo que palmicultores de San Alberto (sur del Cesar) y Puerto Wilches (Santander) se acercaran a comprar miles de hectáreas de tierra que destinaron a la siembra de palma.

Aún así, familias como la de Andrés Mayorga y Alix María Torres, le apostaron a proyectos productivos para salir de la crisis económica y comenzar a cultivar esperanzas en una tierra arada y abonada por la violencia. De ahí que la historia se está empezando a contar de una forma diferente. Si bien la situación de orden público no es la ideal para los habitantes, estas 98 familias lograron salir a flote sin necesidad de recurrir a la violencia para cultivar palma y, en un espacio de 10 hectáreas, están transformando sus vidas y la de los familiares.

Por eso en estos núcleos de familias palmicultoras, el celular, las motos, los electrodomésticos y los estudios universitarios, hacen parte de su vida cotidiana. Años atrás, según la sicóloga de Asopalsat, Marta Plazas, tales comodidades no figuraban en el presupuesto de los campesinos. 

A pesar de los beneficios que ha traído el cultivo, no todo ha sido positivo. En opinión de Plazas, quien realiza el trabajo de apoyo social a estas familias, el impacto ha sido brusco, toda vez que son personas que nunca imaginaron que sus ingresos fueran a superar los $4 millones: “Lo único es que hay malestar en algunas esposas, porque el dinero sólo lo maneja el señor de la finca”.

Una forma de pensar que Asopalsat está cambiando con programas de capacitación, donde además del servicio social que se les presta a los agremiados, los campesinos entendieron que la palma es un punto de encuentro de la familia y que por consiguiente debe recibir también el valor de un jornal.

Pero mientras el ministro de Agricultura, Andrés Felipe Arias, duda de la capacidad de los pequeños núcleos productivos en Carimagua, paradójicamente, tras el éxito económico que han tenido las 98 familias de Sabana de Torres (Santander), la Alcaldía de este municipio uribista compró la finca Las Pampas con el fin de que 126 familias de desarraigados también entren en el negocio de la palma. Un nuevo proyecto que aspira a demostrar que 500 labriegos son capaces de satisfacer sus propias necesidades económicas.

“Fue un proceso bravo”

Andrés Mayorga Machado:

“La palma la empezamos a cultivar desde 2001. El proyecto salió poco después de que Ecopetrol dejara sin empleo a muchos de nosotros.  De ahí, con el apoyo del Programa de Desarrollo y Paz del Magdalena Medio, nació la idea de hacer una siembra donde nosotros fuéramos los dueños, tener una huerta propia, administrarla y beneficiarnos. Hoy somos 98 familias con 980 hectáreas de tierra, de a diez por cada una de ellas. Unos vivieron aquí en Sabana de Torres toda la vida y otros vinimos de la provincia Guanentina. Llegamos 58 familias y sólo quedaron 22. Esta zona era violenta, aquí nos tocó vivir con la guerrilla, el frente 20 de las Farc y los elenos. Luego llegaron los paracos que fue también un proceso bravo”.

“Nos mantiene ocupados” 

Francisco, hijo de Alix Torres Amado, de la vereda El Diamante:

“Al comienzo, mis hermanos y yo teníamos dudas del proyecto y nos concentrábamos sólo en el ganado que tenemos en la finca. Pensábamos que el cultivo de la palma de aceite era un capital a largo plazo y sin afán. Pero a los dos años, cuando salió la primera producción de la pepa (la fruta) y comenzamos a recibir dinero, nos dimos cuenta de que todo esto es rentable y ayuda a las familias. La palma nos mantiene ocupados permanentemente desde que empezamos a cultivarla y esta semana terminamos de coger más de ocho toneladas de la fruta. Eso a todos nos da alegría, porque ganamos buena plata trabajando con mis hermanos y otras personas que vinieron con nosotros”. 

“Teníamos limitaciones”

Lida Astrid Luna Ardila, desplazada de San Pablo y tesorera de Asopalsat:

“Éramos campesinos con limitaciones económicas que iniciamos un proceso en el que no se conocía absolutamente nada de la palma. Fue así como sembramos las primeras 500 hectáreas con créditos asociativos y luego decidimos hacer una segunda fase con otras 500. Es en ese momento cuando Asopalsat jugó un papel importante en la elaboración de proyectos con asesoría profesional, asegurando a los campesinos que en sus fincas se va a cultivar sin exponerlos a las hipotecas de los bancos. Aquí los pequeños cultivadores tienen programas de mejoramiento o compra de vivienda, créditos para sus necesidades personales y becas para estudios de educación superior”.   

El Ministro de Agricultura se defiende 
“Uno se siente como en la última cena” 
Según Andrés Felipe Arias, en el caso de Carimagua dio un “papayazo” para que sus contradictores, dentro y fuera del Gobierno, aprovechen para golpearlo. 

Redacción Política  sábado, 16 de febrero de 2008

Los vientos de tormenta todavía soplan alrededor del ministro de Agricultura, Andrés Felipe Arias. Sin embargo, para él, el caso de la concesión  de Carimagua a empresarios privados –tierras que inicialmente estaban destinadas para ser entregadas a familias de desplazados–,  le ha servido para entender cómo es el juego de la política y conocer que algunos de sus “enemigos” están dentro del mismo Gobierno. Eso es lo que revela en este diálogo con El Espectador.

El Presidente lo respalda y cree que el proyecto de Carimagua debe asumirlo el sector privado. ¿Para qué nombrar una comisión de notables que estudie el caso?

Para facilitar el debate ideológico. Queremos hacer todo abiertamente y vamos a invitar a ACNUR, al gobernador, al alcalde y a las fuerzas políticas de la región. Esa comisión está conformada por personas con una idoneidad moral y una trayectoria incuestionables. Yo estoy convencido de que el camino es entregar esas tierras en concesión, pero de esta manera se darán cuenta de que aquí no hay nada escondido.

¿De dónde salen los nombres de las empresas que supuestamente  estaban interesadas?

No sé. Entiendo que en algún momento fueron a visitar la finca para saber cómo es la tierra. Eso no me parece algo irregular. No conozco quiénes iban a llegar. 

¿No queda una extraña sensación al saber que una de esas empresas tiene nexos familiares con Luis Alfonso Hoyos y el Ministro de Hacienda?

Es desafortunado y me parece una indelicadeza –no del ministro Zuluaga, ni de  Luis Alfonso, ni de los dueños–, sino del gerente de esa empresa, aunque no creo que haya sido de mala fe. Ni el Ministro ni Luis Alfonso me tocaron el tema y esto los tomó por sorpresa. Fue un papayazo para que nuestros opositores y contradictores políticos, de afuera y de adentro, aprovechen para golpearnos.

¿De adentro? ¿Quiénes?

Ellos saben quiénes son. Sólo puedo decir que son enemigos políticos muy fuertes. 

Pero, ¿cuál puede ser la razón para que se le haga este debate desde el interior del Gobierno?

Creo que hay dos razones: un debate ideológico entre quienes creen que hay que mantener los antiguos y fracasados esquemas de reforma agraria y quienes creemos que el Estado debe preservar la propiedad de la tierra e impulsar generación de empleo. Y también es una oportunidad de golpear políticamente a dos ministros muy cercanos al Presidente, lo cual parece que atormenta a muchos.

¿No le preocupa que al interior del Gabinete no lo estén apoyando?

Eso me ha dado mucha tristeza y me ha hecho perder la ingenuidad y la inocencia. Pero estoy aprendiendo cómo es el juego político.

¿Y qué piensa del hecho de que algunos congresistas que apoyan al Gobierno lo ataquen?

Me encanta dar el debate en el Congreso, porque allí se debaten las ideas y yo soy un hombre de convicciones. 

¿No teme una moción de censura?
Eso siempre puede pasar. Aquí no estamos atornillados y daremos el debate de las ideas y los programas hasta el final. Cuando uno tiene buena fe, actúa con las mejores intenciones y quiere tener el poder, no para tener edecanes o alfombras rojas sino para trabajar en mejorar la calidad de vida de la gente, duerme tranquilo. 

¿Es  cuestión de envidia?

No sé. Creo que a muchos puede atormentar mi cercanía con el presidente Uribe.

¿Puede haber relación entre lo de Carimagua y las denuncias hechas sobre Fiduprevisora y Fiduagraria?

Lo que destapamos con las fiduciarias estatales levantó muchos callos y toca a mucha gente. Este tema de Carimagua lo distorsionan hábilmente en algunos medios de comunicación para devolverse contra mí y el ministro Zuluaga. 

¿Y  la clase política?

Es gente muy poderosa.

Usted los conoce, ¿el Presidente también?

El Presidente sabe, pero lo más importante es que el Fiscal sabe. 

¿Y qué piensa él?

El Presidente siempre ha sido vertical, hasta las últimas consecuencias.

Si el Presidente y usted han sido siempre tan frenteros, ¿por qué no hablan con nombres propios?

Porque aquí hay un tema de Fiscalía que hay que respetar.

¿Qué denuncias en concreto ha hecho en la Fiscalía?

Una de recursos públicos de un departamento o un municipio. Los invierten en una fiducia, que expide un documento donde se declara no responsable de dichos recursos. La plata la utilizan en negocios de alto riesgo, que ni los bancos los financian. Entonces, sacan la plata de la fiducia con facturas de diferente tipo de proveedores, y al final los proyectos se siniestran. 

¿Con todo lo que está pasando,  se le daña cualquier aspiración política futura?

Siempre voy a defender el proyecto político del Presidente porque creo en él genuinamente, no de dientes para afuera. Estoy convencido de que ese es el camino para vivir en una Colombia como la hemos soñado: sin Farc, sin terrorismo, sin paramilitarismo, sin mafia. Si esto me saca del juego político, eso no quiere decir que no pueda seguir defendiendo el proyecto de él, porque no lo hago por vanidad y seguiré con mis ideas y convicciones.

Usted ha dicho que el proceso de Carimagua tenía el acompañamiento de la Procuraduría, sin embargo de allá han salido los reparos...

Yo estaba atormentado porque, aunque no es nuestra obligación, nosotros mantenemos un principio de colaboración armónica con la Procuraduría. Ellos nos han ayudado mucho en todos los temas de tierras y mi preocupación fue porque, no de mala fe, no le estuvimos informando permanentemente de la propuesta. Simplemente se nos pasó. Ahora estoy más tranquilo porque me acaban de recordar que yo anuncié esto en mis dos rendiciones públicas de cuentas, en julio de 2007, y allí estaba la Procuraduría.

¿Qué otros proyectos tienen parecidos al de Carimagua?

Hemos tomado la decisión de suspender las titulaciones en el Vichada. Que la tierra que todavía le corresponde al Estado se preserve y no se parcele para que después dos o tres ricos compren todo. Queremos aplicarles a esas tierras el mismo modelo: empresarios que lleguen, sin que sean dueños, pero que generen muchos puestos de trabajo. 

¿Y toda la inversión en investigación que ha hecho el Estado se les da a un privado?

La investigación que hace el Estado tiene que estar al servicio de la gente y la generación de empleo. 

¿Cuál sería el mensaje para los desplazados que están pensando que en lugar de darles la tierra a ellos se la van a dar a unos empresarios?

Nunca hubo una lista de familias seleccionadas, porque siempre fue un desarrollo abstracto, que hemos podido aterrizar. Nosotros siempre le estamos entregando tierras a las familias desplazadas de toda Colombia. Hemos adjudicado al día de hoy 113.000 hectáreas a 8.311 familias. 

¿Por qué el negocio de la palma en Colombia está tan estigmatizado?

Por el atropello que hubo a comunidades afrocolombianas por parte de particulares en el Urabá antioqueño. Algo que nosotros corregimos desde el punto de vista jurídico. Eran 29.200 hectáreas de tierras que particulares estaban reclamando, en territorios colectivos de Curvaradó y Jiguamiandó. En algunas de esas hectáreas había siembras de palma y esa es una zona de disputa entre las Farc y los antiguos paramilitares, hoy bandas emergentes. Pero la mayoría de los empresarios de la palma en este país son personas honorables.

Pero el 99% de la palma la tiene Carlos Murgas...

Eso no es cierto. Carlos Murgas es un hombre que ha generado mucho empleo, a través de alianzas con pequeños agricultores. Un modelo a seguir. 

Se conoce el nexo de Hoyos y Zuluaga en lo de Carimagua; una ex Ministra de Comunicaciones es casada con un palmicultor y la actual con el presidente de Fedepalma. ¿No es lógico pensar en favorecimiento por parte del Gobierno a algunos de sus amigos?

Para nada. Todos son gente honorable. La palma genera prosperidad, ocupación lícita y pacífica del territorio. Todos los recursos que se asignan desde el Ministerio de Agricultura son a través de convocatorias públicas, abiertas y transparentes. Y los recursos los reciben quienes sacan los mayores puntajes. Aquí no ha habido nada raro.

Pero hay una investigación contra directivos de empresas palmicultoras por apoyo a paramilitares...

Por lo que sucedió en Urabá. Pero no es sólo el caso de los paramilitares, allá también hay un problema de Farc. La recuperación jurídica ya la logramos y ahora le corresponde a la Fuerza Pública hacer la recuperación física.

¿Cómo resume lo que le ha pasado esta semana con el caso Carimagua?

Decepción, fortaleza y aprendizaje. A veces uno se siente como en la última cena. 

¿Qué le preocupa más, los ataques de Robledo o los enemigos de adentro?

Uno siempre prefiere el contradictor abierto, porque con ese se puede debatir. 

¿El Presidente sabe que desde adentro lo están atacando?

Al Presidente hay que minimizarle los líos. Para eso estamos los ministros y esta vez fue un papayazo.

¿Esos contradictores internos son presidenciables?

Deje así. 
El escándalo de Carimagua 

El aporte de Palmasol S. A. 

 Compañía interesada en la licitación aportó a la campaña del candidato Álvaro Uribe en 2002. 

Norbey Quevedo H.  Sábado, 16 de febrero de 2008

El escándalo generado esta semana por el cambio de destinación para el futuro de un predio de 17.000 hectáreas ubicado en la zona conocida como la hacienda Carimagua, en Puerto Gaitán (Meta), que hoy tiene en aprietos políticos al ministro de Agricultura, Andrés Felipe Arias, terminó por sacar a la luz pública el nombre y la cercanía al Gobierno de cuatro de las empresas que estaban interesadas en desarrollar cultivos de palma de aceite y caucho en la región durante 50 años.

Primero se conoció que la empresa Sabanas de Puerto Gaitán (Sapuga S.A.) constituida en abril de 1987 y pionera de los cultivos de palma de aceite en el departamento del Meta, tiene como uno de sus principales socios al acreditado empresario caldense Mario Escobar Aristizábal, tío del ministro de Hacienda, Óscar Iván Zuluaga, y delegado de la Presidencia de la República en la Agencia Acción Social, que precisamente se encarga de atender a la población desplazada.

Ahora El Espectador ha logrado establecer que otra de las empresas interesadas en el negocio en Carimagua, la firma Palmasol, constituida en Bogotá en febrero de 1986 para el desarrollo del negocio agroindustrial de la palma de aceite, hizo parte de los aportantes menores a la candidatura presidencial de Álvaro Uribe Vélez en 2002. Palmasol S.A., a través de su gerencia, le dio a la campaña cinco millones de pesos, tal como aparece registrado en el reporte de la campaña presidencial a las autoridades electorales del país.

En el mismo informe se registra además que otras empresas palmicultoras de Cali, Bogotá, Bucaramanga y Medellín también aportaron generosamente a la campaña presidencial. Una vez elegido, el presidente Uribe se reunió con los palmicultores en su congreso anual y, además de conminarlos a la siembra de 80.000 nuevas hectáreas durante su gobierno, les ofreció beneficios. Muchos empresarios legales se ampararon en incentivos agrícolas, pero casos como Urabá, hoy son objeto de investigación por parte de la Fiscalía General.

En la firma Palmasol aparecen como socios Enrique Acuña Aguirre, Enrique Acuña Leal, Mario Acuña Aguirre y Juan Manuel Acuña Aguirre, quienes además de participar en el negocio de la palmicultura, son conocidos por la cadena de droguerías Acuña. El centro de operaciones de la firma Palmasol S.A. está ubicado en el municipio de San Martín (Meta) y, según reportes de la Cámara de Comercio de Bogotá, por sus actividades en 2006 registró activos totales de $21.022 millones.
En cuanto a la firma Estructuras en Finanzas S.A. (Esfinanzas), también referenciada por su interés en el proyecto Carimagua, se trata de una empresa creada el 15 de enero de 2004 y tiene como objeto social prestar servicios de asesoría en actividades relacionadas con el mercado de capitales. Según registro de la Cámara de Comercio de Bogotá, el socio mayoritario es Julio Roberto Vaca Mayor. Durante el año 2007 mostró activos por valor de $3.809 millones.

Finalmente, la empresa Palmeras Santana S. A., también incluida entre las interesadas en el proyecto Carimagua, aparece constituida en diciembre de 1986 en Bogotá, expresa que su objeto social es el cultivo, beneficio y procesamiento industrial de la palma africana y sus principales socios son José Vicente Torres Cabrera, Flor María Laverde y Cecilia Laverde Polanco. En su calidad de sociedad limitada, la firma Palmeras Santana Ltda., registró activos en 2005 por valor de $10.050 millones.

Como puede observarse, en general las cuatro empresas que miraron el terreno de 17.000 hectáreas y que pensaban participar en el proceso de adjudicación que debía estar concluido el próximo 21 de febrero, de una u otra manera están vinculadas al negocio de la palma de aceite. Claro está que, como lo han dejado entrever voceros de estas mismas empresas, después del escándalo ya no existe el mismo interés por participar en el negocio en Carimagua.

Una iniciativa del Gobierno que ahora tendrá que ser examinada por una comisión de expertos creada por el mismo Gobierno y en la cual participarán los ex ministros de Agricultura Gabriel Rosas y Roberto Junguito, el ex director de Planeación Juan Carlos Echeverry y los expertos Ramiro Tafur y Diego Miguel Sierra, quien hizo parte de la Corporación Altillanura. Estos peritos deberán determinar si es rentable, o no, entregar estas tierras a los desplazados o darle paso al proyecto de los empresarios privados de la palma. 
